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Un operario asfalta una calle. EFE 

Ignacio Faes MADRID.  

La ley que regula los contratatos 
con la Administración llegó en marzo 
de 2018 con promesas de mayor 
transparencia, simplificación de los 
trámites y  eliminación de las tra-
bas burocráticas y administrativas. 
Sin embargo, un año y medio des-
pués de su entrada en vigor, la nor-
mativa, una complejísima trama de 
artículos, sigue sin convencer a los 
expertos y su objetivo estrella, favo-
recer a los pequeños licitadores, está 
muy lejos de cumplirse. 

La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público 
–nombre exacto de esta polémica 
legislación– es fruto de las exigen-
cias europeas en materia de trans-
parencia en la colaboración públi-
co privada. Sin embargo, los juris-
tas han destacado en varias ocasio-
nes que, tal y como se ha adaptado 
al ordenamiento español, ha gene-
rado varios efectos perversos deri-
vados de su implantanción. 

¿Mejora en el acceso? 
Uno de los aspectos clave de la refor-
ma es que permite que todas las 
empresas interesadas puedan acu-
dir a la fase previa de los procedi-
mientos de licitación y conocer de 
primera mano los pliegos que se 
negocian y, además, ser consulta-
dos sobre ellos. La novedosa medi-
da –antes era la Administración la 
única que intervenía en esta fase– 
buscaba aumentar la trasparencia 
en los procesos. 

“A nadie se le escapa que, en los 
grandes procedimientos, las gran-
des empresas pueden concurrir con 
mayor solvencia. Conocen los asun-
tos antes de que salgan a la luz”, 
explica Francisco Rubio, socio de 
Xceptio Abogados. 

Sin embargo, este cambio se ha 
quedado solo en una buena inten-
ción. La Ley establece que la con-
sulta a los operadores se hará de 
forma excepcional. Además, con-
templa que se pregunte en primer 
lugar a los expertos y a los colegios 
profesionales. “Tenemos contradic-
ciones por todas partes. Esto choca 
con la idea de querer consultar a las 
empresas”, apunta Rubio. 

Además, la normativa incorpora 
una nueva exigencia de certifica-
ciones y etiquetas externas para 
poder contratar con la Administra-
ción. Estos sellos dificultan también 
el acceso de las pequeñas y media-
nas empresas. Su alto coste hace 
que los pequeños licitadores que-
den fuera de los procesos mientras 
que para las grandes empresas ape-
nas supone un gasto contar con estas 
certificaciones.   

La nueva ley de contratos públicos 
tumba a los pequeños licitadores
Pese a la promesa de transparencia y mejora en el acceso, favorece a los grandes

Leandro Martínez-Cardós, letrado 
mayor del Consejo de Estado y socio 
consultor de Thomás de Carranza 
Abogados. “Las directrices impues-
tas por Europa se han hecho sin cri-
terio de la realidad española”, apos-
tilla.       

 José Miguel Bueno, abogado del 
Estado en el Ministerio de Econo-
mía, Industria y Competitividad, 
reconoce que la Ley “busca que el 
contrato menor quede en la nada o 
reducido para cuestiones esporádi-
cas”. De este modo, desaparece la 
posibilidad del procedimiento nego-
ciado sin publicidad, vital en muchos 
pequeños ayuntamientos. “Lo que 
se hace para suplir esto es crear el 
procedimiento simplificado en las 
cuantías poco importantes”, añade 
Bueno. 

Además, la legislación ha cam-
biado las características de las con-
cesiones. De este modo, si no exis-
te un riesgo de demanda en el ser-
vicio, serán contratos de servicios. 
Así, las empresas no podrán hipo-
tecar estos contratos para poner en 
marcha los servicios. “Es otro pro-
blema que tampoco se ha tenido en 
cuenta en la Ley”, indica Leandro 
Martínez-Cardós. “Las empresas 
tiene que aportar el dinero, sin finan-
ciación, para todo este tipo de obras”, 
añade. 

El abogado Santiago Thomás de 
Carranza opina que la norma fre-
nará la inversión en los servicios 
públicos. Afectará, según su opi-
nión, a gran parte de los contratos 
con la Administración. “Hay muchos 
servicios públicos necesarios que 
quedarán desiertos porque el ries-
go operacional es demasiado gran-
de como para asumirlo”, concluye.

En esta línea, Natalia Olmos, abo-
gada de Derecho Público de Pérez-
Llorca, destaca “la problemática 
que ha generado la nueva regula-
ción sobre la adjudicación de con-
tratos menores, y la interpretación 
que han venido haciendo los dis-
tintos órganos consultivos en mate-
ria de contratación pública, tanto 

del Estado como de las distinas  
Comunidades Autónomas”. 

Adiós al contrato menor 
Cuando se habla de contratación 
pública se tiende a pensar en los 
grandes procedimientos con mul-
timillonarios contratos. Sin embar-
go, el grueso de este sector está en 
pequeños ayuntamientos, con gra-
ves carencias en servicios y medios. 

La reforma ha dejado una iróni-
ca situación en muchos lugares. El 
texto exige que la Administración 
publique en un portal de Internet 
y por vía telemática las licitaciones. 
“En España, hay 400 ayuntamien-
tos que no tienen ordenador y 800 
sin conexión a Internet”, destaca 

Rechazo a 
remunicipalizar  

Los especialistas de la Aso-

ciación por la Excelencia de 

los Servicios Públicos (AESP) 

y la Cámara de Concesiona-

rios y Empresas vinculadas al 

Sector Público (CCIES) criti-

can la apuesta de los partidos 

de izquierda de remunicipali-

zar servicios para que depen-

dan de la Administración. “El 

sistema concesional es mu-

cho más eficiente y con más 

calidad”, destaca José Luis 

Feito, presidente del IEE. “To-

dos los sectores tradicional-

mente en manos del Estado 

están hoy en manos privadas 

y funcionan mejor que nun-

ca”, apuntan los expertos.

“Muchos servicios 
públicos necesarios 
quedarán 
desiertos”, alertan 
los especialistas
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